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I. INTRODUCCIÓN

Si bien la reforma constitucional de 1994 ha introducido cambios en el régimen jurídico de los municipios argentinos, no debe perderse de vista que la creación o reconocimiento de éstos en la Constitución data de mucho tiempo atrás: el constituyente de 1853 ya había impuesto a cada provincia que al dictar su propia Constitución "asegure... su régimen municipal" (art. 5  ).

Lo que el reformador de 1994 ha hecho es agregar una norma que no utiliza la locución "régimen municipal" -mantenida en el art. 5  ).
 -, sino la de "autonomía municipal", estableciendo que cada Constitución provincial debe asegurarla y reglar su "alcance y contenido en el orden institucional, político, administrativo, económico y financiero" (art. 123 
En el análisis de las consecuencias de esta modificación no se pretende dar respuestas absolutas en un tema en torno al que tanto se ha dicho -antes y después de la reforma de la Carta Magna-, sino simplemente plantear algunas inquietudes y tratar ciertos aspectos que permitan su ulterior profundización o estudio.

Para ello resulta válida a nuestra realidad la afirmación efectuada por cierta doctrina española en cuanto a que "todas estas cuestiones, en todo caso, indican que el debate sobre la autonomía municipal, a pesar de la originalidad y rigor de los distintos planteamientos, no puede, ni aun hoy en día, considerarse definitivamente cerrado" (1).

Y si bien esta reflexión es planteada desde un enfoque eminentemente jurídico, el derecho, como regulador de conductas, debe aproximarse permanentemente a realidades abordadas por otras disciplinas. Con mayor razón en ámbitos donde resulta imprescindible acercarse al objeto de estudio desde la sociología, la historia, la economía, el urbanismo y demás ramas del saber que permitan un estudio con perspectivas de completitividad.

Ello, por tratarse el municipio de un fenómeno sociológico de convivencia en un tiempo y lugar determinado.

II. EL CONCEPTO DE "MUNICIPIO". SU DIVERSIDAD

En cuanto al concepto de municipio no hay acuerdo lingüístico unánime, ya que diversos términos han sido utilizados como sinónimos: ciudad, urbe, pueblo, comuna.

¿Cuándo un grupo de familias, un conglomerado de personas, una agrupación gregaria encuadran dentro del concepto de "municipal"?

Por sentido común, la conceptualización o encuadre en los casos límite (vgr., comunidad de cincuenta personas o población de 200.000 habitantes) resulta sencillo.

Lo problemático radica en las zonas intermedias, que constituyen la inmensa mayoría.

Suele encararse este problema presentando clasificaciones genéricas del fenómeno que recurren a criterios de diversa índole para discernir la existencia real de los municipios.

Generalmente se utilizan parámetros cuantitativos, dividiendo a los asentamientos de personas en virtud del número de sus habitantes.

En tal sentido, cierta doctrina distingue entre "aldeas" (hasta los cientos de personas), "pueblo" (no más de 10.000), "ciudad" (más de 10.000) y "metrópoli" (2).

El criterio cuantitativo adolece de muchas y graves dificultades; para ejemplificarlas de un modo sencillo, basta con destacar que un municipio de 150.000 habitantes en la provincia de Buenos Aires podría considerarse mediano, mientras que en varias provincias del norte argentino no existe población alguna con esa cantidad.

También se recurre a criterios vinculados con las funciones de las ciudades (económicas, políticas, culturales, etc.) (3).

Desde el punto de vista jurídico-positivo, determinar qué es lo "municipal" depende de una conceptualización o categorización efectuada por el legislador provincial (constituyente u ordinario), que escoge entre diversas realidades existentes aquellas que considera pueden ser incluidas en tal concepto.

En nuestro país las respuestas que ha brindado cada ordenamiento jurídico provincial son distintas; así, los diversos parámetros utilizados para determinar el surgimiento de un municipio en las jurisdicciones provinciales concluyen en una realidad muy heterogénea.

Por ejemplo, la provincia de Mendoza, con 1.400.000 habitantes, tiene sólo dieciocho municipios, lo que da un promedio de cerca de 80.000 habitantes por cada uno de ellos, mientras que la provincia de Santa Fe, con 2.800.000 habitantes, cuenta con 363 municipios, lo que hace una densidad promedio de cerca de 7700 habitantes, y la provincia de Córdoba, con casi idéntica población pero con 428 municipios, arroja un promedio aproximado de 6400 habitantes (4).

En el ámbito internacional puede detectarse similar heterogeneidad, que depende principalmente del criterio político seguido para entender qué es municipio y qué no lo es.

Es correcto que cada unidad política desarrolle y aplique su criterio a la hora de regular jurídicamente el fenómeno municipal; pero no puede perderse de vista que los municipios no pueden ser considerados como realidades idénticas ni uniformes, dada la incidencia de las variables vinculadas con su localización (portuaria, rural, etc.), actividades económicas preponderantes (industriales, administrativas, pesqueras, universitarias, etc.), cantidad de población, cercanías con otros centros urbanos, distancias de las fronteras nacionales, salida al mar o vías de comunicación fluviales y, fundamentalmente, por el criterio político de configuración o caracterización, en el sentido de definición de las grandes líneas de desarrollo.

Toda clasificación, entonces, podrá poner énfasis en una cuestión o en otra, pero difícilmente pueda ser comprensiva de la realidad integral de cada municipio.

Y el derecho debe normar y regular realidades: la realidad se manifiesta y muta en condiciones permanentemente cambiantes, influenciadas por medios de comunicación y de acceso a la información cada vez más acelerados, de presencias inmediatas en "tiempo real", en un mundo que se dice "globalizado", donde identidades locales se entremezclan con concepciones culturales de mayor alcance.

En dicho contexto, que no puede soslayarse en el análisis de la cuestión, este trabajo pretende recortar la visión interdisciplinaria, para enfocar principal y excluyentemente el aspecto jurídico de la realidad abordada, valiéndose sí de algunas herramientas útiles para dimensionar la diversidad de fenómenos englobados en una misma definición constitucional.

El municipio constituye, en primer lugar, una realidad sociológica regida jurídicamente de acuerdo con criterios que parten de determinados conceptos políticos, en el sentido antes dado.

Dentro del marco de tal amplitud y diversidad de realidades (5) intentaremos analizar cuál ha sido la intención del constituyente al incorporar la expresión "autonomía municipal" en nuestra Carta Magna.

III. LA CUESTIÓN DE LA NATURALEZA JURÍDICA DEL MUNICIPIO ARGENTINO ANTES DE LA REFORMA CONSTITUCIONAL DE 1994

La Constitución de 1853 refería en un solo artículo al municipio como institución: el art. 5  establece, en redacción mantenida luego de la reforma, que "Cada provincia dictará para sí una Constitución bajo el sistema representativo republicano, de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de la Constitución Nacional (LA 1995-A-26); y que asegure su administración de justicia, su régimen municipal, y la educación primaria. Bajo estas condiciones el gobierno federal garante, a cada provincia el goce y ejercicio de sus instituciones".

Esta disposición tiene por objeto reconocer la autonomía provincial frente a la soberanía del Estado federal. En tal sentido "impone" a cada provincia el dictado de su propia Constitución. Asimismo, regular una de las relaciones típicas de la forma federal de Estado, a saber, la de subordinación de los órdenes jurídicos provinciales respecto del orden jurídico federal. Así, la Constitución Nacional establece los requisitos fundamentales que las Constituciones provinciales deben cumplir a efectos de preservar la coherencia en el Estado federal.

De tal manera, y sin perjuicio de que el derecho público de cada provincia recoja las peculiaridades que surgen de su propia geografía, de su historia, de su cultura, de su organización política, económica, etc., la Constitución Nacional asegura la total coincidencia de los puntos esenciales del pacto federativo.

El art. 5  impone varios requisitos al ejercicio del poder constituyente provincial, a saber: establecimiento de un sistema representativo y republicano, respeto de los principios, declaraciones y garantías de la Constitución Nacional y aseguramiento de la administración de justicia, el régimen municipal y la educación primaria.

Entonces, desde 1853 el régimen municipal es una cuestión provincial, de derecho público local, porque son las provincias quienes lo organizan; pero además con trascendencia federal, porque lo exige la Constitución Nacional, justificando incluso la "intervención federal" ante su desconocimiento.

La redacción del artículo es, como dice Rosatti (6), insondable y misteriosa; a su oscuridad intrínseca se suma el silencio que sobre el punto guardan las actas de la Comisión de Negocios Constitucionales que redactó la Carta Fundamental.

Entonces sólo aparece la lacónica expresión "asegurar el régimen municipal".

Y el vocablo "régimen" es, desde la mira jurídica, un eufemismo que ha permitido interpretaciones antinómicas, generando el via crucis municipal prolongado desde 1853 hasta hoy: el problema de su naturaleza jurídica, sobre el que tanto se ha escrito.

En efecto, la expresión ha sido interpretada tanto en el sentido de "descentralización política", en cuanto ente con facultades de gobierno y autodeterminación política, como en el sentido de "descentralización administrativa", refiriendo a una institución dedicada a la solución de los conflictos domésticos de la comunidad y a la prestación de los servicios públicos locales, carente de influencia política en niveles importantes de decisión.

Y a esta discusión se superpuso la que se originó en la utilización de una dicotomía propia del derecho administrativo elaborada -no resulta ocioso destacarlo- en países de forma estatal unitaria, por lo que la única forma de descentralización a que pueden referir es a la administrativa, a saber: autonomía / autarquía.

Esta dicotomía se ubica sistemáticamente al estudiar la Administración Pública descentralizada. Y son los entes públicos menores los que pueden tener distintas capacidades de derecho público, a saber: autonomía (7) o autarquía (8).

Como dice Rosatti (9), esta dicotomía ha paralizado los esfuerzos de la doctrina e impedido la evolución de la cuestión municipal tan necesitada de "imaginación realista" y profundización interdisciplinaria. Será necesario poner en entredicho la terminología convencional y volcarse con desapasionamiento a una realidad que hace ya tiempo ha devaluado las palabras sobre las que se elonga la discordia.

En conclusión, desde 1853 el art. 5  CN. reconoció la existencia del municipio y aseguró su futuro, pero generó el problema de su inserción: restaba todavía determinar cuál era su ubicación dentro de la sociedad y el Estado.

Ante ello la doctrina argentina en el siglo XX mayoritariamente se dividió entre las posiciones que señalamos anteriormente, adoptando en general los autores que provenían del Derecho Constitucional o municipal la primera postura y los estudiosos del Derecho Administrativo, la segunda.

Por su parte, la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación no ha sido terminante, no pudiendo afirmarse tan contundentemente que en dichos precedentes la Corte haya sostenido la naturaleza autárquica o autonómica del municipio (10): en primer lugar, porque el alto tribunal no utilizó la voz "autarquía" y cuando habló de "autonomía" lo hizo con relación a las provincias; y en segundo lugar, porque en tales causas o bien se trataba de dilucidar la competencia federal -en su caso, originaria de la Corte- o local, o bien se cuestionaba la constitucionalidad de algún tributo con diferentes fundamentos; pero no se analizó directamente el tema de la relación de las potestades provinciales respecto de las municipales con base en el art. 5  .

Sí tenemos un planteo semejante en la célebre causa "Rivademar"  CN. porque dicha atribución era "propia" del municipio.
 (11), en que la municipalidad de Rosario sostenía que la ley 9286 -Estatuto y Escalafón para el Personal de Municipalidades y Comunas de la provincia de Santa Fe-, dictada por la legislatura provincial, desnaturalizaba el régimen municipal garantizado por el art. 5 
En este fallo por primera vez el alto tribunal nacional utiliza expresamente los términos "autonomía-autarquía", analizando esa cuestión con carácter previo a la resolución del caso (consid. 8); y si bien la Corte no afirmó categóricamente que los municipios eran autónomos, la doctrina en general le asignó ese alcance al pronunciamiento. Lo que sí dice el tribunal es que ya no podía sostenerse la tesis de la autarquía uniformemente para todo el país; por un lado, porque a partir de 1957 diversas Constituciones provinciales habían consagrado el criterio de la autonomía, y por otro, porque existían una serie de notas de los municipios -que enumeró- que no se avenían con un carácter meramente autárquico.

En el consid. 9 el tribunal atenuó los alcances del anterior, porque resolvió el caso concreto no partiendo de la naturaleza jurídica del municipio -analizada a priori anteriormente-, sino con sustento en una interpretación -novedosa, eso sí- del art. 5  con hincapié en el carácter necesario del municipio, no en su autonomía (12).

En 1991 la Corte Nacional moderó el criterio que emerge de "Rivademar". Lo hizo en la causa "Municipalidad de la Ciudad de Rosario v. Provincia de Santa Fe sobre inconstitucionalidad y cobro de australes"  -de jurisdicción originaria- (13). En el caso, la Municipalidad de Rosario pretendía la declaración de inconstitucionalidad de las normas provinciales por las cuales se había creado el "Fondo de Asistencia Educativa", al cual debían aportar todas las municipalidades y comunas mediante la afectación de determinado porcentaje de las sumas recaudadas en el ámbito local. La municipalidad alegó que esa intromisión provincial en la administración y disposición de las rentas comunales desnaturalizaba el régimen municipal.

La Corte -por mayoría-, luego de remitir al consid. 9 de "Rivademar", retomó otra línea argumental anterior: "La Constitución Nacional se limita a ordenar el establecimiento del régimen municipal,... pero en manera alguna les ha prefijado un sistema económico-financiero al cual deban ajustar la organización comunal, cuestión que se encuentra dentro de la órbita de las facultades propias locales".

Es decir, la Corte Suprema rescata de "Rivademar" la interpretación del art. 5  basada en el carácter necesario del municipio, retomando su línea tradicional y abandonando los considerandos de los cuales se extraía el carácter autónomo de las municipalidades (14).

Hay otro fallo que resulta importante en este tema: "Universidad de Buenos Aires v. Nación Argentina" (15). Si bien en este caso se analiza la autonomía universitaria, en el consid. 4 se dice: "...que a diferencia de las provincias, que en nuestra estructura constitucional son las únicas entidades autónomas porque se dictan sus propias normas (arts. 5  CN.), las universidades nacionales sólo están dotadas de autarquía administrativa, económica y financiera, para adoptar y ejecutar por sí mismas las decisiones que hacen al cumplimiento de sus fines, de conformidad con normas que le son impuestas".
 y 106 
En conclusión: la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación fue interpretando qué alcance tenía el necesario aseguramiento de un "régimen municipal" y juzgando en concreto si determinados actos de la provincia implicaban o no un ilegítimo desconocimiento de dicho régimen, pero sin hacer hincapié en la dicotomía "autonomía-autarquía".

A dichos antecedentes doctrinarios y jurisprudenciales se agregaron diversas normas constitucionales provinciales que aditaron el carácter autónomo del municipio, y como hito también importante debe recordarse el trabajo elaborado al respecto por el Consejo para la Consolidación de la Democracia (16).

IV. LA REFORMA CONSTITUCIONAL DE 1994

La ley 24309  CN.".
 ley). Entre estos últimos se incluyó la "Autonomía municipal, por reforma al art. 106  ley, debían ser votados conjuntamente; y, por otra parte, un conjunto de temas "habilitados" para su debate y resolución en la Convención Constituyente (art. 3  (LA 1993-C-3163), declarativa de la necesidad de la reforma constitucional, contenía, por un lado, el denominado "Núcleo de coincidencias básicas", que comprendía una serie de temas que, de conformidad con el art. 5 
En el seno de la Convención Reformadora fueron presentados cincuenta y ocho proyectos vinculados al tema de la autonomía municipal.

El tema se discutió en el seno de la Convención Reformadora en la 24ª reunión, durante la 3ª sesión ordinaria, el 4/8/1994.

En esa sesión se consideró el dictamen de mayoría y el dictamen por minoría -suscripto por convencionales del Frente Grande- de la comisión de redacción, que a su vez trabajó en base a los despachos emitidos por las comisiones de competencia federal y del régimen federal, sus economías y autonomía municipal.

El convencional Rampi -a su vez intendente de una localidad de la provincia de Buenos Aires- tuvo a su cargo la fundamentación del dictamen por mayoría, que proponía la redacción que actualmente tiene el art. 123  (17).

Destacamos las palabras del convencional por la provincia de Neuquén, Sr. Prieto: "Seguramente no escapará a los convencionales que al instituirse en la Constitución Nacional un régimen de autonomía municipal de alguna forma se está inmiscuyendo en el marco de las autonomías provinciales. Esto tiene su explicación justamente en el mismo título del primer punto, es decir -reitero- el relativo al fortalecimiento del régimen federal. Si hay un avance sobre la autonomía provincial es justamente para fortalecer el régimen federal"; y que "...en este entendimiento la autonomía municipal no podría ser reglamentada en detalle por la propia Constitución, porque allí se avanzaría de un modo incorrecto e imprudente sobre las autonomías provinciales. Serán justamente las provincias las que definirán el alcance y contenido de la autonomía municipal. Pero para evitar que -como bien se ha señalado con relación a otros temas- la interpretación futura pueda burlar el espíritu de quienes suscribimos y de quienes aprobaremos este dictamen es necesario dar a esta cuestión alguna precisión. De allí la explicación en el sentido de que el texto constitucional se referirá a la autonomía en los órdenes institucional, político, administrativo, económico y financiero... Lógicamente, cada Constitución o, en su defecto, cada ley provincial deberá contemplar las particularidades locales para acceder al grado mayor de autonomía, que es el de municipio de convención, y que se identifica en esta reforma como de orden institucional. Es decir que cada Constitución provincial adoptará los recaudos para que los municipios de esa provincia puedan acceder al dictado de sus propias instituciones. Esto tiene vinculación, justamente, con esa descentralización del poder, que lo acerca al ciudadano y al vecino de cada una de las ciudades de la Argentina" (18).

Como consecuencia, reiteramos, el art. 5  asegurando la autonomía municipal y reglando su alcance y contenido en el orden institucional, político, administrativo, económico y financiero".
 con el siguiente texto: "Cada provincia dicta su propia Constitución, conforme a lo dispuesto por el art. 5  no fue modificado con la reforma de 1994, incorporándose el art. 123 
El nuevo art. 123  , a primera vista, vino a zanjar, con pretensiones de definitividad, la controvertida cuestión de la naturaleza jurídica de los municipios argentinos.

Pero a poco que se profundice el análisis aquella convicción inicial se diluye, para dejar paso a la impresión de que la respuesta es sólo aparente, y permanecemos prácticamente con las mismas dudas que existían antes de la reforma.

Por lo pronto, la doctrina tampoco es pacífica en cuanto a los alcances del nuevo artículo.

Rosatti (19) entendió que la autonomía establecida en el art. 123  implica consagrar una herramienta interpretativa uniforme en todo el territorio del país, pero en modo alguno significa decir que todos los municipios deben gozar del mismo status jurídico; corresponderá a cada provincia, atendiendo a su específica realidad, encuadrar a las comunidades locales dentro de los ámbitos de autonomía señalados, teniendo en cuenta un criterio realista.

Cassagne (20) afirmó que la principal consecuencia del art. 123  es que a los municipios no se les han reconocido poderes originarios ni tampoco poderes reservados como a las provincias, de ahí que la autonomía municipal prevista por la Constitución reformada posee una jerarquía diferente de la que ostentan las provincias.

Hernández (21) sostuvo que las provincias que todavía no han asegurado todos los aspectos de la autonomía municipal (Buenos Aires, Entre Ríos, Santa Fe, Mendoza y Tucumán) están obligadas por el art. 123  a modificar sus normas y posibilitar la sanción de cartas orgánicas municipales. Si alguna provincia no lo hace, está incursa en una de las causales de intervención federal.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación dictó el 28/5/2002 una importante sentencia (22). En ella la Municipalidad de La Plata había demandado a la provincia de Buenos Aires para que se declarara la inconstitucionalidad del decreto ley 9111/1978  , que regula la disposición final de los residuos en los partidos que conforman el área metropolitana, incluido el de la municipalidad actora, aduciendo que con la mencionada norma se impedía desarrollar su propio procedimiento de eliminación de residuos, al obligarle a disponer de ellos únicamente por intermedio del "Cinturón Ecológico Área Metropolitana Sociedad del Estado" (CEAMSE.), imponiéndole tarifas que dicha sociedad factura y que debían ser abonadas por la municipalidad actora, como así también los reajustes o intereses punitorios. A partir de ello entendió que se afectaban sus atribuciones propias de policía en aspectos que directamente afectaban a sus habitantes y su patrimonio.

El recurso de inconstitucionalidad fue declarado admisible por la mayoría (23), para luego confirmar la sentencia alzada que había rechazado el planteo municipal. La Corte Suprema entendió que no se había probado el gravamen, al no lograr la municipalidad "demostrar eficazmente que la norma cuya validez constitucional cuestiona comprometa su existencia patrimonial", debiendo acreditar "la excesiva onerosidad del servicio impuesto por la provincia" (consid. 5) (24).

Luego efectúa un test de razonabilidad, señalando que "la facultad ejercida por la provincia de Buenos Aires para regular lo atinente a la disposición final de los residuos, no se revela como desproporcionada con la finalidad perseguida; por el contrario, el legislador provincial ha ejercido sus facultades en forma razonable, y no arbitraria o absurda, pues se apoyó en propósitos de utilidad común", agregando que "Desde esta perspectiva, la regulación prevista en el decreto ley 9111/1978  de la Carta Fundamental de la Nación" (consid. 6).
 aparece como una legítima opción adoptada en la legislación de la provincia, sin agravio al art. 5 
Debe quedar aclarado que la demanda había sido interpuesta antes de la reforma constitucional de 1994. Aun así, la Corte Suprema analiza en el consid. 7 el art. 123  " (el resaltado es agregado).
 CN.) con el mayor grado posible de atribuciones municipales en los ámbitos de actuación mencionados por el art. 123  y 125  , 124  , 122  Constitución reformada, señalando que dicho artículo "no confiere a los municipios el poder de reglar las materias que le son propias sin sujeción a límite alguno. La cláusula constitucional les reconoce autonomía en los órdenes institucional, político, administrativo, económico y financiero e impone a las provincias la obligación de asegurarla, pero deja librado a la reglamentación que éstas realicen la determinación de su `alcance y contenido'. Se admite así un marco de autonomía municipal cuyos contornos deben ser delineados por las provincias, con el fin de coordinar el ejercicio de los poderes que éstas conservan (arts. 121 
V. APORTE DE ALGUNAS IDEAS PARA DESENTRAÑAR UN PROBLEMA INTERPRETATIVO CON IMPLICANCIAS PRÁCTICAS

Entrando al tema desde un costado distinto, esto es, analizando en primer lugar una realidad compleja y en segundo lugar el arduo debate doctrinario y jurisprudencial antecedente a la reforma, que en muchos casos se tradujo en un diálogo entre sordos, debemos suponer que tales datos fueron tenidos en cuenta por el constituyente.

En tal sentido, nos parece que la indefinición volcada en la Carta Magna resulta apropiada, puesto que entendemos conveniente que los pormenores de las definiciones y la apreciación de los criterios sociológicos, políticos y culturales, ante el carácter cambiante y polifórmico de la realidad regulada, deben ser materia exclusiva y propia del ámbito provincial, siendo necesario definirlos "un poco más" en sus respectivas Constituciones locales, y luego dejar el resto de los pormenores a las otras instancias, ya legislativas -si así lo entendiera el constituyente provincial-, ya propiamente locales o municipales -en caso de existencia de autonormatividad constituyente-, o bien con un criterio mixto.

Es decir, entendemos que no habría sido conveniente ni razonable que en la Constitución Nacional se agregaran definiciones concretas y específicas del alcance genérico de la autonomía municipal. El debate de dicho alcance es y debe ser inacabado, por referir a realidades diversas, siendo consecuentemente más apropiado que el constituyente provincial -o, en su caso, por remisión, el legislador local- sea quien determine -respetando las características de las poblaciones insertas en su ámbito territorial- el "sentido y alcance" de la norma, sin alterar "su espíritu".

Al decir de Rosatti (25), "La cláusula [el art. 123  (que habla de régimen municipal a secas) pero no tanto como para uniformar nacionalmente a una realidad tan compleja y rica en matices" (26).
 ] define una intencionalidad inequívoca respecto de la inserción del municipio argentino en la vida política del país. En tal sentido, dice mucho más que la cláusula originaria del art. 5 
Ello no significa que determinadas líneas o principios no puedan ser establecidos, más allá de la casuística concreta referida a cada comunidad o provincia en particular.

a) El carácter multívoco de la expresión "autonomía"

Resulta necesario, cuando se trate el tema de la "autonomía municipal", la existencia de un acuerdo sobre qué es lo que se está debatiendo: debemos acordar y explicar en forma previa a qué estamos haciendo referencia.

Gordillo (27) recuerda a Hospers, advirtiendo que las palabras "no son más que rótulos de las cosas: ponemos rótulos a las cosas para hablar de ellas, y por ende las palabras no tienen más relación con las cosas, que la que tienen los rótulos de las botellas con las botellas mismas: `Cualquier rótulo es conveniente, en la medida en que nos pongamos de acuerdo acerca de él y lo usemos de manera consecuente. La botella contendrá exactamente la misma sustancia aunque peguemos en ella un rótulo distinto, así como la cosa sería la misma aunque usemos una palabra diferente para designarla'".

Y el problema es más grave al no existir un único sentido o significado convencional para la expresión "autonomía".

Lo primero que debemos destacar, entonces, es que autonomía es un concepto multívoco.

En la Constitución Nacional se ha utilizado el sustantivo "autonomía" o el adjetivo "autónomo" en nueve ocasiones a lo largo de su texto -arts. 14 bis  ; y cláusula transitoria decimoquinta-, y entendemos que dicha utilización se ha producido con sentidos distintos en cada caso.
 ; 129  ; 123  ; 120  ; 86  ; 85  inc. 19 párr. 3º; 80  párr. 3º; 75 
En efecto, la mera lectura de esas disposiciones nos revela que es evidente que el constituyente no pretendió utilizar la voz "autonomía" o "autónomo" en idéntico sentido para cada una de las instituciones a que dichas normas refieren.

Por ello, cuando hacemos referencia a los municipios provinciales debemos utilizar la expresión "autonomía municipal" en forma completa, no sólo autonomía a secas, porque la palabra autonomía está necesariamente influenciada o condicionada por el objeto o institución a que hace referencia.

No es lo mismo la autonomía universitaria que la autonomía provincial, o la autonomía de la ciudad de Buenos Aires. Tampoco, en cuanto a las nuevas instituciones incorporadas a la Carta Magna, como el defensor del pueblo, el Ministerio Público o la Auditoría General de la Nación.

De la lectura del mismo texto constitucional, entonces, advertimos que existen diversos usos de la palabra autonomía.

Ante la generalizada utilización de la etimología de la palabra autonomía para expresar su significado actual, queriéndose ver en ello la posibilidad de que cada ente dicte su propia estructura organizativa, debe ponerse énfasis en que en el único supuesto en que el constituyente refirió a autonomía como "autonormatividad constituyente" es al hacer referencia, en el art. 129  párr. 3º, a que los habitantes de la Ciudad de Buenos Aires nombrarían sus representantes para así dictar "el estatuto organizativo de sus instituciones".

Es decir, tal recaudo sólo fue exigido para la Ciudad de Buenos Aires, no estando reglado de igual modo para los restantes municipios provinciales.

En la necesidad de utilizar "el mismo idioma", aparece sin sentido continuar con el debate entre autonomía y autarquía, propiciado fundamentalmente -como antes indicamos- a partir de la concepción etimológica de la palabra, puesto que la "autonomía municipal" adquiere un significado propio que resulta preciso dilucidar y porque el texto constitucional utiliza la palabra autonomía en diversos casos donde no hace referencia al concepto históricamente dado a esa palabra.

Todo ello ha llevado incluso a importante doctrina a afirmar que la discusión entre autonomía y autarquía carece de base científica, pues esa división no es verdaderamente precisa ni por ende correcta.

Y en la doctrina española Sosa Wagner llegó correctamente a la conclusión de que "un análisis del concepto de autonomía sólo tiene sentido hoy día si se le adjetiva y predica, por consiguiente, de entes concretos en un contexto jurídico determinado".

b) La conceptualización del municipio

Ya al comienzo indicábamos las dificultades insalvables que presentaba la pretensión de clasificar los municipios, fundamentalmente en una realidad tan diversa como la argentina, con las diferentes configuraciones urbanas que se presentan a lo largo y ancho del país.

No resulta ocioso recordar que nos encontramos en un Estado federal, donde por expreso mandato constitucional "Las provincias conservan todo el poder no delegado por esta Constitución al gobierno federal, y el que expresamente se hayan reservado por pactos especiales al tiempo de su incorporación" (art. 121  ).

Asimismo, y de conformidad con el art. 122  ).
 , "Se dan sus propias instituciones locales y se rigen por ellas", siempre "bajo el sistema representativo republicano, de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de la Constitución Nacional" (art. 5 
Entendemos que son las provincias las que deben dar la definición de municipio. Se trata de una materia que no ha sido delegada a la Nación y, por lo tanto, de indudable competencia provincial o de naturaleza local.

En tal contexto, tal definición, como todo acto de una autoridad provincial, debe respetar las declaraciones, principios y garantías de la Constitución Nacional.

La consagración de la autonomía municipal en la Constitución Nacional no significa que la configuración de sus estructuras y sus criterios definitorios puedan considerarse atribuciones delegadas a la Nación o al gobierno central, sino que el constituyente nacional ha establecido una garantía especial para las comunidades locales.

Por ello, consideramos improcedente la posibilidad de que una ley nacional reglamente los pormenores de los municipios, como ocurre en España con el Régimen de las Autonomías Locales (ley 7/1985), puesto que la estructura constitucional de la Nación europea difiere del sistema federal argentino.

Sin embargo, la Nación puede colaborar con los municipios en la búsqueda de soluciones y aportes para la organización municipal, tal como lo ha hecho con el dictado de la ley 24807  CN.".
 y 123  (LA 1997-C-1387), creando la Federación Argentina de Municipios como persona jurídica pública no estatal, con el propósito de "a) Contribuir al fortalecimiento de una democracia pluralista y federal, y a defender la vigencia de la autonomía municipal en el marco de los preceptos contenidos en la Constitución Nacional", o "b) Constituirse en el ámbito institucional natural de convergencia de los municipios y de articulación nacional de los foros provinciales, actuando en favor del interés general de los municipios y desarrollando acciones dirigidas a fortalecer su rol y mejorar su gestión institucional" y, entre otros, "d) Propiciar que las decisiones y acciones gubernamentales favorezcan una real y efectiva descentralización de las competencias políticas, administrativas y financieras, basada en la autonomía municipal reconocida por los arts. 5 
Pero aun así la delineación, conceptualización, o, en los mismos términos constitucionales, la reglamentación de "su alcance y contenido en el orden institucional, político, administrativo, económico y financiero", corresponden exclusivamente a las provincias, quienes deberán adoptar, sin dudas, los modelos o regulaciones que mejor permitan su desarrollo como entes necesarios e imprescindibles para una correcta prosecución del interés público y un acercamiento de los niveles de deliberación, decisión y control a los directamente interesados en las cuestiones locales, como manifestaciones concretas de democratización de las decisiones y de participación ciudadana.

Encontramos razones para afirmar ello en el dato de la diversa realidad antes aludida, que no corresponde que sea configurada en forma uniforme para supuestos desiguales.

En un sentido eminentemente jurídico de interpretación del constituyente, debe destacarse que en el seno de la Convención se presentaron más de cuarenta proyectos distintos de redacción para la norma y que la "Comisión del Régimen Federal, sus Economías y Autonomía Municipal" elaboró además cuatro dictámenes de minoría donde se precisaba en mayor grado lo que se entendía por autonomía, o bien se remitía a las Constituciones provinciales para determinar la forma y alcance de aquélla.

De la lectura de la Constitución surge, entonces, que la determinación de cuándo una comunidad se transforma en un municipio y es alcanzada por la "garantía institucional" de la autonomía municipal quedará librada al constituyente provincial, cuya decisión podrá ser valorada bajo el prisma de la razonabilidad; y si dicho test determina que la comunidad en particular debe ser considerada municipio y alcanzada por la norma constitucional nacional, la provincia deberá otorgar ese status, en cumplimiento de lo dispuesto por la Carta Magna.

c) La autonomía municipal como concepto diferente

Ahora bien: una vez esbozados algunos presupuestos que entendíamos importantes, intentemos analizar en concreto qué es lo que el constituyente quiso significar al afirmar la necesidad de asegurar, tutelar o garantizar la autonomía municipal.

En España, luego de la Constitución de 1978 se comenzó a dar un amplio debate sobre las denominadas "autonomías locales".

Aun cuando la forma federal de gobierno y la redacción de la norma impiden trasladar conclusiones de aquel país a nuestro sistema normativo, debemos destacar que algunos autores españoles, buceando en la doctrina alemana elaborada luego de la Constitución de Weimar de 1919 -con un régimen también distinto del español-, trasladaron, adaptaron y desarrollaron conceptualmente ciertos instrumentos de análisis.

En tal sentido, la figura de la garantía institucional, originalmente alemana y recogida en España, nos permite tener una lente con la cual observar y analizar nuestra propia realidad.

La teoría de las "garantías institucionales" fue recogida por Luciano Parejo Alfonso (28) y luego por otros doctrinarios, entendiéndolas como regulaciones insertas en la norma fundamental constitucional que constituyen "un contrapeso constitucional a la primariamente libre capacidad de configuración social del legislador ordinario, materiales obligatorios del edificio estatal y cauces reguladores de su evolución".

En la realidad constitucional argentina se constituirían en un freno a la "libre capacidad de configuración social" del constituyente provincial.

Su punto de partida radicó, en la doctrina alemana, en "la inadmisibilidad del resultado a que conduce la interpretación y aplicación del texto constitucional a partir de sus propios términos, es decir, del vaciamiento de todo contenido constitucional a las libertades públicas y las determinaciones organizativas básicas".

Agrega Parejo Alfonso: "El Estado liberal de derecho, tal como aparece recogido por la Constitución de Weimar, descansa precisamente en la libertad como superación del antiguo orden de privilegios. En tanto permanezca la confianza en el legislador y el Estado legislador, cabe la posibilidad de conformarse con la garantía genérica de libertad, dejando lo restante en manos de la ley ordinaria. Pero en cuanto cesa esa confianza, aparecen nuevas garantías, que no tienen ya por objeto la salvaguardia de la libertad misma, sino de normas e instituciones protectoras dirigidas a la defensa de dicha libertad. Estos elementos o mecanismos de garantía, una vez incorporados al texto constitucional y transformados técnicamente en instituciones organizadas, reconocibles y diferenciables, pasan a ser, así, los pilares básicos del entero sistema fundamental de la libertad, que, por ello mismo y con independencia de que den lugar a verdaderos derechos subjetivos o determinen tan sólo regulaciones objetivas, aparecen dotados de una específica eficacia constitucional frente a su eventual eliminación o modulación por el legislador ordinario, especialmente por lo que hace a los contenidos mínimos de las instituciones de que se trate" (29).

Concluye indicando que "la finalidad de la garantía institucional es la de otorgar una específica protección constitucional frente al legislador ordinario a determinadas y típicas características de una institución, en la medida en que éstas han pasado a ser -como resultado de la evolución histórica de dicha institución- esenciales e identificativas de la misma".

La garantía institucional puede entenderse, entonces, como la presencia de un núcleo indisponible por el órgano encargado de configurar concretamente la institución, sin perjuicio de la posibilidad eventual, según criterios de oportunidad o mérito políticos, de ampliar dichas competencias y potestades, de entenderlo conveniente.

A secas, y siguiendo el razonamiento de Parejo Alfonso en otra obra (30), podemos afirmar que la garantía constitucional de la autonomía local no comprende directamente un preciso ámbito competencial.

El contenido de esa garantía presenta dos vertientes:

a) la de la organización de la institución y su régimen subjetivo; y

b) la de las competencias concretas a través de las cuales se materializa, en cada momento, la esfera de actuación de aquella organización.

El Tribunal Constitucional español afirmó, en sentencia de febrero de 1987 (31), que "la concreta configuración institucional de la autonomía local corresponde al legislador, incluyendo la especificación del ámbito material de competencias de la entidad local, así como las fórmulas o instrumentos de relación con otras entidades públicas y el sistema de controles de legalidad constitucionalmente legítimos".

Trasladando estos conceptos a nuestra realidad constitucional, la concreta configuración institucional de la autonomía municipal corresponde al constituyente provincial, quien debe determinar los ámbitos materiales de competencias, las formas de vincularse con las otras instancias de poder y los instrumentos de control.

a) En cuanto a la organización como primera vertiente, el constituyente provincial debe articular la forma en que se produce el autogobierno, que debe ser necesariamente democrático, contar con personalidad jurídica plena y bajo la propia responsabilidad.

Así, la organización municipal debe tener carácter representativo, democrático y republicano. Debe posibilitar a la comunidad la libre elección de sus autoridades, sin que en ello existan injerencias de otras esferas de poder (32).

En cuanto a la personalidad jurídica plena, este principio significa que "dentro de los límites que definen su propio ámbito, la acción de los entes locales es libre".

Podría asimilarse el razonamiento en tal sentido a los criterios esbozados para determinar el alcance de las competencias de los entes administrativos a partir del denominado "axioma ontológico de la libertad" (33), donde los órganos o sujetos de la Administración tienen competencia para hacer lo expresamente indicado en la norma, lo razonablemente implícito en ella, y lo inherente a su personalidad, una vez creada la institución.

Debe asimismo establecerse como un tipo de Administración Pública, dotada forzosamente de los atributos generales inherentes a esta última. Eso es lo que se quiere significar en la fórmula de "autogobierno o autoadministración democrática bajo la propia responsabilidad", en la terminología alemana, comprendiendo las atribuciones de recaudar y disponer libremente de sus recursos y el deber de responder por su actividad, tanto lícita como ilícita.

b) En la segunda vertiente, esto es, el ámbito competencial, "el autogobierno no es sólo una manera de administrar, no gira en el vacío, tiene un objeto concreto: la gestión de los intereses correspondientes, es decir, los de las colectividades institucionalizadas por los entes locales".

Al hablar de "intereses" municipales, o de su comunidad, estamos abarcando un espectro más amplio que el referente a los "asuntos locales" (servicios públicos locales, urbanización, trazado de calles, policía edilicia, tránsito); entendemos que la "autonomía municipal" implica algo más que la potestad de acción respecto de los "asuntos locales", para ingresar en la posibilidad y necesidad de actuación en todos aquellos asuntos que conciernan a los intereses del municipio, aunque su gestión corresponda a otras instancias de poder (ecología, recursos naturales, servicios públicos de alcance nacional o provincial, etc.).

Ello así, por tratarse de personas jurídicas públicas con fines generales de bien común, y para ello deben estar dotadas de las competencias necesarias.

Coordinando dichos conceptos con lo que señala la doctrina nacional, destacamos que Rosatti (34) marca cinco atribuciones que los entes pueden reunir para ser considerados autónomos, a saber:

- Autonormatividad constituyente, como capacidad para darse la propia Carta Fundamental en el marco del derecho no originario;

- Autocefalía, como capacidad de elegir las propias autoridades;

- Autarcía o autarquía, como autosatisfacción económica y financiera derivada de la posesión de recursos propios y complementada con la posibilidad de disponer de ellos;

- Materia propia, que implica posesión de un contenido competencial específico con facultades de legislación, ejecución y jurisdicción;

- Autodeterminación política, que equivale a no recibir presiones o controles políticos o de otro tipo desde el exterior que impidan cumplir en la práctica las facultades antedichas, o las tornen ilusorias.

A continuación el autor indica que tales aspectos fueron reconocidos en el actual art. 123  CN.

En su posición de que el municipio es un ente que "tiende" a la autonomía plena legitima que en ese proceso histórico, al que denomina "continuo vital" (en sentido metafórico), la realidad de cada comunidad imponga el grado de autonomía, sin posibilidad de definirla a priori.

Así, afirma que es tan pernicioso "retrasar" el advenimiento de la Carta Orgánica cuando una comunidad está madura para ello como -por el contrario- adelantarlo: las dos alternativas se observarían si fuera la propia Constitución quien definiera global y apriorísticamente el momento de la madurez para todos los municipios del país. Ello supondría borrar de un plumazo todos los matices regionales de la multifacética vida local observable en la vasta geografía nacional.

Concluye que la autonormatividad constituyente no es requisito esencial, en este momento histórico de todos los municipios argentinos, para que se vea cumplida la norma constitucional.

Hernández (h) (35), por su parte, considera que la autonomía municipal es de dos tipos: plena o semiplena.

La primera corresponde a los municipios dotados de las siguientes cuatro fases o aspectos de la autonomía: institucional, política, administrativa y financiera.

La segunda es la perteneciente al resto de los municipios, que sólo tienen tres aspectos o fases de la autonomía municipal: política, administrativa y financiera.

Ambos son coincidentes, entonces, en que no es un requisito esencial para los ordenamientos provinciales el consagrar la autonormatividad constituyente para que se vea respetada la garantía establecida por el art. 123  CN. Por lo menos no en este momento histórico.

Recogiendo, entonces, las posiciones de estos autores y vinculándolas con la teoría de las garantías institucionales podemos decir que el "núcleo básico" de la garantía de la autonomía municipal está dado por la capacidad de elegir las propias autoridades (36); la autosatisfacción económica y financiera, derivada de la posesión de recursos propios y complementada con la posibilidad de disponer de ellos; contar con materia propia, que implica posesión de un contenido específico, con facultades de ejecución y normativas (incluso, según su punto de vista, también las jurisdiccionales); y la autodeterminación política, como necesidad de no recibir presiones o controles políticos o de otro tipo desde el exterior que impidan o tornen ilusorio el ejercicio de sus funciones.

Asimismo, debe dársele algún grado de participación en aquellos asuntos o cuestiones que resultan de competencia nacional o provincial pero que afecten de alguna manera los "propios intereses" del municipio.

Y lo que excede de ese núcleo resulta sometido a la configuración del constituyente -y, en su caso, legislador- provincial, quien incluso puede delegar atribuciones no contenidas en dicho núcleo básico, ampliando el ámbito de sus competencias en materias que no son "propias" del municipio y cuya cercanía con la ciudadanía resulte conveniente por razones de política de descentralización o eficiencia.

Párrafo aparte debemos dedicar a la posibilidad de reconocer funciones judiciales a los municipios.

Algunos autores pretenden que la autonomía municipal implica la posibilidad de establecer un "Poder Judicial municipal", o el ejercicio de facultades judiciales. Utilizan como ejemplo la constitución de tribunales de faltas municipales.

Entendemos que ello no es así necesariamente; en primer lugar, porque la función jurisdiccional significa la resolución de conflictos entre partes distintas por un tercero imparcial, y lo único que desarrollan los tribunales de faltas es el ejercicio del poder de policía, otorgado por lo general al órgano que tiene a su cargo la función administrativa propiamente dicha: éste es generalmente quien lo delega, pero no se trata de la resolución de controversias entre partes.

En segundo lugar, porque la Constitución encarga en forma separada a las provincias la organización de sus tribunales de justicia.

En tercer lugar, porque no debe presumirse la imprevisión del constituyente, quien cuando quiso expresamente otorgar funciones jurisdiccionales a un ente autónomo distinto de las provincias lo hizo, como es el caso de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en el art. 129  .

Finalmente, porque resulta necesario el control judicial efectivo y suficiente por parte de los jueces de la Constitución, no siendo apta la sola vía del recurso extraordinario, tal como lo sentara la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el caso "Fernández Arias"  (37).

Por lo tanto, entendemos que las resoluciones de los tribunales de faltas, por no implicar el ejercicio de funciones judiciales sino manifestación del poder de policía, previo procedimiento administrativo que garantice el derecho de defensa, requieren imprescindiblemente de control judicial, no siendo suficiente a esos fines la creación de Cámaras de faltas municipales, en virtud de las consideraciones anteriormente volcadas.

A modo de conclusión, destacamos una vez más que en esta temática es imposible e inconveniente dar respuestas tajantes.

Imposibilidad que surge de la falta de acuerdo terminológico, la influencia del lenguaje con su "textura abierta" y la frecuente utilización del mismo con usos emotivos e influenciados por determinados supuestos subyacentes.

Inconveniencia, por el carácter evolutivo que debe darse a la expresión, necesitada de coordinación con otros principios y garantías que hacen a la organización estatal, entre los que destacamos el de unidad del Estado, en épocas de Naciones soberanas autosometidas a normas supranacionales, comprometiendo la totalidad de la actuación de los poderes públicos a tratados internacionales y, especialmente, de integración.

Por ello, resulta imprescindible tener siempre presente la necesaria interdependencia y coordinación de criterios de unidad, autonomía y solidaridad.

En dicho contexto, la autonomía municipal puede entenderse como una garantía institucional, en tanto instrumento que necesariamente debe perseguir el bien común, el interés general de la comunidad, creadora de condiciones que posibiliten la plena realización del individuo, en un ambiente de justicia, igualdad y responsabilidad.

Las construcciones e instituciones estatales necesariamente deben perseguir esos fines, sin que se transformen en simples expresiones de deseos y declaraciones de principios muy atractivas pero que no permiten la realización concreta de las condiciones que hacen a la razón de la existencia misma del Estado Nacional, provincial o municipal.
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 y 106  , 105  se traduce en el establecimiento del municipio como requisito esencial para la efectividad de la autonomía de las provincias, pero en manera alguna importa la prefijación del sistema económico-financiero al cual deba ajustarse la organización comunal, atribución esta última que entra en la órbita de las facultades propias locales, conforme a los arts. 104  : la expresión "régimen municipal" contenida en el art. 5  Ley Fundamental". "Cías. de Seguros `Industria y Comercio' y `La Rosario' v. Municipalidad de Rosario" 
(11) Sent. del 21/3/1999, LL 1989-C-47.

(12) Dice el tribunal: "...la necesaria existencia de un régimen municipal... determina que las leyes provinciales no sólo no puedan legítimamente omitir establecerlos sino que tampoco puedan privarlos de las atribuciones mínimas necesarias para el desempeño de su cometido, entre las cuales resulta esencial la de fijar la planta de su personal, designarlo y removerlo". Y a continuación agrega algo verdaderamente sorprendente: "Es que si son órganos de gobierno -aun cuando no se trate del gobierno político, que es del resorte de las autoridades provinciales, sino del gobierno municipal- resulta inconcebible que ese gobierno, bien que se ejerza en un ámbito limitado territorial y funcionalmente, esté desprovisto del poder de designar y remover a sus empleados". No explica esta noción de "gobierno municipal".

(13) Publicado en LL 1992-A-396.

(14) Agregó a continuación: "...la adecuada aplicación de los principios enunciados precedentemente, exige invocar y demostrar que las normas provinciales cuya constitucionalidad se cuestiona, comprometen efectivamente la existencia misma del municipio afectado por el accionar de la provincia en cuyo territorio se halla asentado. No basta, a esos efectos, la simple manifestación de que el gobierno provincial, mediante los actos legislativos atacados, ponga en peligro la subsistencia de la comuna, pues el interesado en la declaración de inconstitucionalidad de una norma debe demostrar claramente de qué manera ésta contraría la Constitución Nacional, causándole de ese modo un gravamen, y debe probar, además, que ello ocurre en el caso concreto. Que en el caso, estas exigencias vitales no se cumplen, porque la interferencia del poder provincial en el ámbito municipal es planteada por la actora como una amenaza de futuros avances que podrían desarticular su autonomía gubernamental; sin invocar ni mucho menos demostrar que la aplicación actual de las normas provinciales que impugna, constituya un impedimento para subsistir como unidad política autónoma".

(15) Fallos 314:571 (JA 1999-III-25).

(16) Ver al respecto "Reforma constitucional, dictamen preliminar del Consejo para la Consolidación de la Democracia", 1986, Ed. Eudeba.

(17) Indicaba el mencionado convencional constituyente: "Al consagrar el nuevo art. 106  de la Constitución estamos dando respuesta a una necesidad histórica, ya que le otorgamos rango constitucional a la autonomía municipal, reconociendo a las provincias la facultad de reglar su contenido según lo que sus pueblos determinen ... Estamos por dar letra a algo que si bien no estaba consignado expresamente en la Constitución Nacional sí formaba parte de su espíritu. Desde otro punto de vista, cabe señalar que hemos recogido por escrito lo que en el siglo pasado meditaba en voz alta Juan B. Alberdi, quien defendía al gobierno municipal como un verdadero poder político y llegaba a hablar de soberanía comunal para referirse a la autonomía municipal ... Antes de ingresar a la historia, que suele ser aleccionadora, es necesario discurrir brevemente en el concepto de autonomía, acerca del cual no sólo la doctrina es pacífica en su comprensión sino donde también han coincidido los autores del ámbito municipal... En un trabajo para la Federación Argentina de Municipios, el Dr. Rosatti decía lo siguiente: `La autonomía es un sistema autónomo municipal cuando se le reconoce a la municipalidad las facultades de dictarse su propia norma fundamental, la capacidad para elegir sus propias autoridades, la autarquía o autosatisfacción económica y financiera, la materia propia y la autodeterminación política, que es el reconocimiento de garantías frente a las presiones políticas o económicas'".

(18) Ver "Obra de la Convención Nacional Constituyente", t. VI.

(19) Rosatti, Horacio, "Tratado de derecho municipal" cit., p. 107.

(20) Indica además el autor citado: "...aún después de la reforma constitucional, plantear la cuestión en términos de autonomía absoluta puede conducir a conclusiones equivocadas pues el régimen de los municipios dependerá también de lo que establezcan las Constituciones de cada provincia y en su caso, de las leyes orgánicas que dicten en las legislaturas provinciales. Ese análisis demuestra que, en la actualidad, aun a partir del principio de la autonomía municipal consagrado en el art. 123  CN., conviven sistemas diferentes en punto a la atribución de competencias, dándose dos situaciones distintas: a) la competencia se encuentra limitada por las leyes orgánicas y b) el reconocimiento de poderes a los municipios para dictar sus cartas orgánicas, lo cual implica un grado mayor de delegación. Sin embargo, en ambos supuestos, como los poderes de los municipios se encuentran siempre sometidos al poder constituyente provincial, se trata de una autonomía relativa o de segundo grado, sin perjuicio de la naturaleza política que posee la institución municipal". Cassagne, Juan C., "La problemática política, constitucional y administrativa de los municipios y su autonomía a la luz de la Constitución reformada", en LL 1995-A-981.

(21) Hernández (h), Antonio M., "Derecho municipal" cit., p. 418.

(22) En el expediente "Recurso de hecho deducido por la Municipalidad de La Plata en la causa `Municipalidad de La Plata s/inconstitucionalidad del decreto ley 9111  ".
 ' 
(23) La sentencia fue suscripta por los Dres. Nazareno, Moliné O'Connor, Boggiano, López y Vázquez, siendo el restante voto de Petracchi, quien entendió que la demanda era inadmisible con fundamento en el art. 280  CPCC. (t.o. 1981, LA 1981-B-1472). Los restantes ministros no suscribieron el fallo.

(24) Este criterio aparece esbozado en "Municipalidad de Rosario v. Provincia de Santa Fe"  , citado anteriormente.

(25) Rosatti, Horacio D., "El federalismo en la reforma", en "La reforma de la Constitución", varios autores, 1994, Ed. Rubinzal-Culzoni, ps. 222/223.

(26) En relación con ello se ha indicado que "El problema que sigue sin resolución, que ya se encontraba en la mayoría de la doctrina y en el fallo `Rivademar'  , es cuál es el ámbito propio, exclusivo, racionalmente defendible y materialmente realizable en la actividad local. Y ésa no es una cuestión que pueda ser resuelta apelando a la búsqueda de esencias o naturalezas jurídicas, como en realidad ninguna cuestión jurídica puede ser resuelta, ya que no existen tales naturalezas"; Zbar, Agustín, "Algunas consideraciones acerca del régimen municipal argentino", en Sabsay, Daniel A., "Colección de análisis jurisprudencial. Derecho Constitucional", julio de 2002, Ed. La Ley, p. 224.

(27) Gordillo, Agustín, "Tratado de Derecho Administrativo", t. I, Parte general, Fundación de Derecho Administrativo, 1997, p. I-3.

(28) Parejo Alfonso, Luciano, "Garantía institucional y autonomías locales", Instituto de Estudios de Administración Local, 1981, Madrid, p. 12.

(29) Parejo Alfonso, Luciano, "Garantía institucional y autonomías locales" cit., ps. 21/22.

(30) Parejo Alfonso, Luciano, "Derecho básico de la Administración local", 1988, Ed. Ariel, Barcelona.

(31) Citada en la obra referenciada en la nota anterior.

(32) Por ello, y en el caso particular santafesino, no nos quedan dudas de que después de la reforma de 1994 la Constitución de Santa Fe contiene una norma que debe ser modificada: no resulta admisible en la actual realidad constitucional el párr. final de su art. 107  , en cuanto indica que: "Queda facultada la legislatura para cambiar con carácter general el sistema de elección de los intendentes por cualquier otro modo de designación". No cualquier modo de elección de los intendentes es factible en la actualidad, sino que deben respetarse los principios antes señalados.

(33) Ver un resumen de la discusión e interesantes precedentes en la obra de Comadira, Julio R., "El acto administrativo en la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos  ", 2003, Ed. La Ley, ps. 26/27.

(34) Ver su "Tratado de Derecho Municipal" citado.

(35) Ver su obra "Derecho Municipal" citada.

(36) La Corte Suprema de Justicia de la Nación dictó una medida cautelar de no innovar contra la provincia de San Luis, disponiendo -con el grado de provisionalidad del caso- que se suspenda "toda acción gubernamental que importe alterar el período de vigencia de los mandatos de los... concejales municipales ya electos y también en ejercicio de sus cargos". Si bien no se hace referencia alguna a la autonomía municipal, la adopción de la medida cautelar contra decisiones provinciales de disponer la caducidad de los mandatos de los concejales municipales permite tener una idea de que en tal caso se vería afectada la garantía institucional bajo análisis (ver sentencia del máximo tribunal del 25/3/2003 en "Barbeito, Juan C. y otros v. Provincia de San Luis s/acción declarativa").

(37) Corte Sup., 16/9/1960, "Fernández Arias, Elena y otros v. Poggio, José (suc.)"  , en "Universidad Austral. Master en Derecho Administrativo. Master en Derecho de la Empresa. Cuadernos de Fallos", 1997, Ed. La Ley, p. 222 y ss.
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